
https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


República de Colombia 
 
 
 
 

Juzgado Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Valledupar 

Valledupar, 25 de septiembre de 2020  

  

ACCIÓN DE TUTELA 
RADICADO:         20001-41-05-001-2020-00278-00 

ACCIONANTE:     ALFONSO HERNANDO MEDINA  
ACCIONADA:      ALCALDÍA DE VALLEDUPAR-SECRETARIA DE GOBIERNO 
Decisión:            Concede Tutela 

Sentencia:          168-2020 
                    _________________________________________________ 

 

SENTENCIA 
 

El Despacho decide la acción de tutela promovida por ALFONSO HERNANDO 

MEDINA, actuando en nombre propio, contra la ALCALDIA DE VALLEDUPAR–

SECRETARIA DE GOBIERNO, para la protección del derecho fundamental de 

petición.   

I. ANTECEDENTES 
 

1. El accionante aspira que en amparo del derecho fundamental de petición, se 

ordene a la entidad accionada dar respuesta de fondo a la petición radicada el 27 

de julio de 2020 en la que solicitó el lanzamiento y/o demolición por ocupación 

de hecho de las áreas de cesión, vías y equipamiento del Barrio Villa Haydith, se 

revisen las actuaciones constructivas que de hecho viene realizando el Sr. 

Germán Marroquín en la Urbanización Villa Haydith de la ciudad de Valledupar y 

se pronuncie sobre la solicitud de garantía a la integridad física de su persona, 

con presencia en dicho sector de la Policía Nacional.  

 

2. En soporte de lo pedido, el actor relató en síntesis, que el 27 de julio de 2020 

presentó derecho de petición al Alcalde Municipal de Valledupar y a los 

Secretarios de Gobierno y Planeación, tendiente a que se decretara y se 

dispusiera la práctica de la diligencia de lanzamiento y/o demolición por 

ocupación de hecho de las áreas de cesión, vías y equipamiento del barrio Villa 

Haydith ubicadas en la carreta 31 entre calles 74 y 78 colindante con el 

reservorio del predio Mí Futuro, procediendo a su restitución mediante el desalojo 

de las personas que allí se encuentren, por la violación de la Ley 388 de 1997, el 

Decreto 1077 de 2015 y la Ley 1081 de 2016; sin embargo, no ha recibido 

respuesta frente a dicha petición.  
   

3. Admitida la demanda de tutela por auto del 14 de septiembre de 2020, se 

surtió la notificación a la entidad accionada, tal como consta en el expediente. 

 
La Alcaldía de Valledupar, a través del Jefe de la Oficina Asesora de Planeación 

contestó la demanda de tutela, quien manifestó que mediante oficio de fecha 29 
de Julio de 2020 se le dio respuesta a la solicitud presentada por el señor 

ALFONSO HERNANDO MEDINA, siéndole notificada mediante correo electrónico, 
adjuntando copia del escrito de respuesta referido y el pantallazo de envío por 
correo. Sostuvo, que con dicha respuesta se le informó al accionante, que la 

competencia del control urbano es de los Inspectores de Policía desde la entrada 
en vigencia del Código Nacional de Policía, y son estos, los titulares de la acción 
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policiva y quienes a través del procedimiento descrito en el artículo 223 del 

citado Código están facultado para la suspensión de construcción o demolición, 
entre otras actuaciones. Añadió, que la actuación de la Oficina de Planeación con 
la entrada en vigencia del Código Nacional de Policía, se circunscribe en brindar 

el acompañamiento técnico necesario dentro de las audiencias públicas que debe 
liderar la Inspección de Policía en el trámite del proceso verbal abreviado.  

 
Finalmente indicó, que en la presente acción de tutela se encuentra configurado 
el fenómeno jurídico del hecho superado, proponiendo además, la falta de 

legitimación de esta parte accionada para responder, pues no posee competencia 
en las pretensiones incoadas por el accionante en su petitorio, dado que es una 

competencia de la Secretaria de Gobierno.   
 
4.  A partir de lo informado por la parte accionada, en la fecha se estableció 

comunicación telefónica con el accionante señor ALFONSO HERNANDO MEDINA, 
al abonado 315-735-39-82, quien manifestó que efectivamente recibió de parte 

de la Oficina de Planeación Municipal de Valledupar-Cesar, una comunicación a 
través de su correo electrónico el 29 de julio de 2020, como respuesta a su 

petición; sin embargo, indicó el tutelante que dicha respuesta no obedece a lo 
solicitado, por lo que considera sigue vulnerado su derecho fundamental de 
petición.    

 

II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO  
 

1.  COMPETENCIA 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000 y el 
artículo 2.2.3.1.2.1 Sección 2 el Decreto 1069 de 2015 modificado por el artículo 

1° del Decreto 1983 de 2017, éste juzgado es competente para conocer de la 
presente acción de tutela toda vez que el reclamo de amparo constitucional está 

dirigido contra la ALCALDÍA DE VALLEDUPAR, la cual es una entidad pública del 
orden municipal.  
 

2. PROBLEMA JURÍDICO CONSTITUCIONAL 

 

De acuerdo con los antecedentes relatados, se deberá determinar si la ALCALDIA 

DE VALLEDUPAR–SECRETARIA DE GOBIERNO, ha vulnerado el derecho 

fundamental de petición que le asiste al señor ALFONSO HERNANDO MEDINA, al 

no ofrecerle una respuesta de fondo a la solicitud radicada el el 27 de julio de 

2020; o si se ha configurado un hecho superado a partir de la respuesta ofrecida 

al accionante en forma posterior a la interposición de esta queja constitucional, 

de acuerdo con lo informado por la parte accionada. 

 
3. SOPORTE NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL DE LA DECISIÓN  
 

La acción de tutela está prevista en el artículo 86 de la Constitución de 1991 para 

proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando se acredita que 

están siendo lesionados o amenazados por actuaciones u omisiones de una 

autoridad pública, o inclusive de un particular que esté encargado de la 

prestación de un servicio público o respecto del cual el accionante se encuentre 

en condiciones de subordinación o indefensión. Se trata de un mecanismo 

excepcional y subsidiario que solo procede a falta de otros medios de amparo de 
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los derechos, o cuando a pesar de la existencia de estos se necesita una 

protección actual, inmediata y efectiva de los mismos.  
 

3.1. DE LA PROTECCIÓN TUTELAR DEL DERECHO DE PETICIÓN. 
 

En cuanto al derecho de petición, conviene precisar que éste se encuentra 

consagrado en el artículo 23 de la Carta Política y autoriza a toda persona a 

presentar solicitudes respetuosas ante las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución. Tal garantía resulta 

indispensable para el logro de los fines esenciales del Estado, particularmente el 

servicio de la comunidad, la promoción de la prosperidad general, la garantía de 

los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y la 

participación de todos en las decisiones que los afectan, así como para asegurar 

que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas.  A 

partir de ese entendido la jurisprudencia constitucional ha fijado una serie de 

reglas y de parámetros relacionados con el alcance, núcleo esencial y contenido 

de este derecho, así la Corte en sentencia T-332 de 2015, dijo: 
  

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad 

de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante 

él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la 

información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 

3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos 

requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 
 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni 

tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 

quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las 

organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  
 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula 

ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el 

particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. 

El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la 

administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio 

para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse 

de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que 

no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente 

cuando el Legislador lo reglamente. 
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g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término 

que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla 

general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que 

señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con 

el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en 

dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar 

el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio 

de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse 

en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de 

instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no 

hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y 

ocho (48) horas siguientes. 
 

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la 

obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. 

El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado 

el derecho de petición.  
 

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser 

ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. 

Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.”1 
 

Posteriormente, esta Corporación añadió dos reglas adicionales: (i) que la falta 

de competencia de la entidad ante quien se plantea no exonera a la entidad 

del deber de responder; y (ii) que la respuesta que se profiera debe ser 

notificada al interesado.2 

Igualmente, es importante señalar que la Corte Constitucional en Sentencia T-

556 de 2013 señaló que para que el derecho de petición sea efectivamente 

respondido, la respuesta al mismo ha de ser “(i) suficiente, cuando quiera que 

resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, 

sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las 

pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y 

(iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que 

supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un 

tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la 

posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con 

la petición propuesta.” De esta manera, solo se entenderá que el derecho de 

petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho 

por el particular cumple con los anteriores aspectos. (Negrilla por fuera del texto 

original.) 
 

3.2. DE LAS MEDIDAS ADOPTADAS DURANTE EL COVID-19 EN RELACIÓN CON 

EL DERECHO DE PETICIÓN. 
 

 
1 Ver Sentencia T-377 de 2000, T-173 de 2013, T-211-14, entre otras. 
2 T-173 de 2013. 
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Es indudable, que como consecuencia de la pandemia que afecta al mundo por 

causa del Coronavirus, cuya duración aún es imprevisible, se ha adoptado 

medidas necesarias para evitar la propagación del Covid-19; no obstante, 

igualmente se ha previsto también las medidas necesarias para garantizar la 

atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas. En 

efecto, el Ministerio de Justicia y del Derecho expidió el Decreto Legislativo No. 

491 de 2020 por el cual se adoptan medidas de urgencia para garantizar la 

atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas y 

los particulares que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la 

protección laboral y de los contratistas de prestación de servicios de las 

entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica.  
 

Dicho acto legislativo, según lo consagrado en el artículo 2, tiene por objeto que 

las autoridades cumplan con la finalidad de proteger y garantizar los derechos y 

libertades de las personas, la primacía de los intereses generales, la sujeción de 

las autoridades a la Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, el 

cumplimiento de los fines y principios estatales, el funcionamiento eficiente y 

democrático de la administración y la observancia de los deberes del Estado y de 

los particulares. (Subrayado por fuera del texto original). Para lograr dicho 

objetivo, y a fin de evitar la propagación del Virus principalmente evitando el 

contacto entre personas y propiciando así el distanciamiento social, se estableció 

que las autoridades deben prestar los servicios a su cargo principalmente 

mediante la modalidad de trabajo en casa, utilizando las tecnologías de la 

información y las comunicaciones, para lo cual  deben informar en su página web 

los canales oficiales de comunicación e información mediante los cuales 

prestarán su servicio, así como los mecanismos tecnológicos que emplearán para 

el registro y respuesta de las peticiones y se previó además que en aquellos 

eventos en que no se cuente con los medios tecnológicos para prestar el servicio, 

deberán prestarlo de forma presencial; no obstante, se facultó a las autoridades 

para ordenar la suspensión del servicio presencial, total o parcialmente por 

razones sanitarias, privilegiando los servicios esenciales, el funcionamiento de la 

economía y el mantenimiento del aparato productivo empresarial.  
 

Respecto a los términos para resolver las peticiones, en el artículo 5 del Decreto 

se previó la ampliación de los términos establecidos en la ley 1755 de 2015 para 

atender las peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la 

vigencia de la Emergencia Sanitaria, así: toda petición deberá resolverse dentro 

de los 30 días siguientes a su recepción, salvo norma especial; no obstante, las 

peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los 20 

días siguientes a su recepción y las consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo dentro de los 35 días siguientes a su recepción, y se previó 

igualmente que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en 

los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al 

interesado, antes del vencimiento del término señalado en el presente artículo 

expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en 

que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 

inicialmente previsto en este artículo. 
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4. SOLUCIÓN AL CASO PARTICULAR 

 

La solución que se aviene al problema jurídico planteado, es que la falta de 

respuesta de fondo de la entidad accionada a la solicitud objeto de esta queja 

constitucional, afecta el núcleo esencial del derecho petición que le asiste al 

accionante y por ende procede el resguardo constitucional invocado en este caso. 

 

En efecto, la petición radicada por el tutelante ante la Alcaldía de Valledupar el 

27 de julio de 2020, tal como se desprende de la documental obrante a folios 4 a 

15 del expediente, tiene como finalidad que esa autoridad “1. …decrete y 

disponga la práctica de la diligencia de lanzamiento y/o demolición por ocupación 

de hecho de las áreas de cesión vías y equipamiento del Barrio villa Haydith 

ubicadas en la Carrera 31 entre calle 74 y calle 78 colindante con el reservorio 

del predio Mi Futuro procediendo a su restitución mediante el desalojo de las 

personas que allí se encuentren: i2) Revisar de forma inmediata las actuaciones 

construcitas que de hecho viene realizando EL SR. GERMAN MARROQUIN en la 

urbanización Villa Haidy de la ciudad de Valledupar, sin ningún tipo de licencia y 

documento legal; 3) Solicitamos garantizarnos integridad física, con la presencia 

de las autoridades de policía nacional, en el entendido que este momento los 

líderes sociales estamos siendo ultimados por sectores armados, precisamente 

por este dipo de denuncia sobre abusos a los derechos de la comunidad. No esta 

demás señalarle que por lo apartado de esta urbanización la presencia policiva y 

la seguridad militar en este sector de la ciudad es prácticamente nula, le 

recordamos que en el sector ya tuvimos un antecedente de violencia armada con 

uno de nuestros presidente de junta de acción comunal en años anteriores.” 

(Sic) 

 

Relacionado con lo anterior, de la respuesta emitida por la Alcaldía de Valledupar 

a través del Jefe de la Oficina Asesora de Planeación, se tiene que esta aportó 

respuesta dirigida al peticionario con fecha 29 de julio de 2020, remitida y 

recibida por el interesado vía correo electrónico, en la que se manifiesta en 

términos muy puntuales, que la competencia del control urbano es de los 

Inspectores de Policía, desde la entrada en vigencia del Código Nacional de 

Policía, y son estos, los titulares de la acción policiva quienes a través del 

procedimiento descrito en el artículo 223 del citado Código están facultados para 

la suspensión de construcciones o demolición. Así mismo le indicó, que la 

actuación de la Oficina de Planeación según la misma normatividad, se 

circunscribe en brindar el acompañamiento técnico necesario dentro de las 

audiencias públicas que debe liderar la Inspección de Policía en el trámite del 

proceso verbal abreviado. 

 

De acuerdo con lo anterior, si bien la Alcaldía de Valledupar, de manera oportuna 

emitió una respuesta dirigida al peticionario ALFONSO HERNANDO MEDINA, 

mediante tal misiva esta autoridad se limitó a comunicar que no era la 

dependencia competente para emitir una respuesta de fondo, señalando para ello 

a la Inspección de Policía según lo regulado sobre la materia en el Código 

Nacional de Policía, omitiendo con ello cumplir el mandato contenido en el 

artículo 21 de la Ley 1755 de 2015, esto es, no sólo indicar su falta de 

competencia en el asunto e informar de inmediato al interesado de dicha 
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incompetencia, sino también la obligación de remitir la petición a la autoridad 

señalada como competente, para que esta emita la respuesta de fondo a la 

respectiva petición. 

 

En efecto, el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015 establece que “Si la autoridad a 

quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al 

interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al 

de la recepción, si obró por escrito.  Dentro del término señalado remitirá la 

petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en 

caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará.  Los términos 

para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de 

la Petición por la autoridad competente”, empero, al omitir la respectiva 

remisión, pues tal circunstancia no fue acreditada en el trámite de esta acción, 

ello se traduce indiscutiblemente en una vulneración del derecho fundamental de 

petición, máxime si se tiene en cuenta que ambas dependencias (Planeación y 

Secretaría de Gobierno-Inspecciones de Policía) corresponden a la misma 

autoridad pública accionada – Alcaldía de Valledupar – y en ese escenario se 

impone al juez constitucional amparar el respectivo derecho, pues desde la 

radicación de la solicitud que dio origen a esta queja constitucional hasta la 

fecha, no se ha emitido una respuesta de fondo sobre lo peticionado por la parte 

actora según el escrito radicado el 27 de julio de 2020, violando lo dispuesto en 

el artículo 23 de la Constitución Política según el cual “Toda persona tiene 

derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución”, lo que significa que 

las peticiones deben ser resueltas de manera oportuna, clara, de fondo y guardar 

congruencia con lo solicitado, sin olvidar que lo resuelto debe ser puesto en 

conocimiento del peticionario, como lo sostuvo la Corte Constitucional en 

sentencia T-1128 de 2008. 
 

Con el análisis anterior es evidente que en el presente caso no se configuró el 

hecho superado en el que basó su defensa la entidad pública accionada, en 

consecuencia, se accederá a la protección del derecho de petición invocado por la 

parte actora y se ordenará a la ALCALDIA DE VALLEDUPAR, que dentro de las 48 

horas siguientes a la notificación del presente fallo, se pronuncie de fondo 

respecto de la petición radicada por el accionante ALFONSO HERNANDO 

MEDINA el 27 de julio del año que transcurre y además, comunique la respuesta 

al interesado.  
 

III. DECISION 
 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Municipal de Pequeñas Causas Laborales de 

Valledupar, Administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por 

Autoridad de la Ley, RESUELVE: 
 

PRIMERO. TUTELAR el derecho de petición invocado por ALFONSO HERNANDO 

MEDINA frente a la ALCALDÍA DE VALLEDUPAR, por las razones expresadas 

en la parte motiva de esta providencia.  

SEGUNDO. ORDENAR a la ALCALDIA DE VALLEDUPAR, que dentro de las 48 

horas siguientes a la notificación del presente fallo, ofrezca una respuesta de 
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fondo a la petición radicada por ALFONSO HERNANDO MEDINA el 27 de julio 

de 2020 y además, comunique efectivamente dicha respuesta al interesado. 
 

TERCERO. Notifíquese por un medio ágil, preferentemente por correo 

electrónico, atendiendo las medidas transitorias de salubridad pública adoptadas 

por el Gobierno nacional y el Consejo Superior de la Judicatura por causa del 

estado de emergencias sanitaria por COVID-19 declarado por el Presidente de la 

República.  

CUARTO. En caso de impugnación, remitir el escrito en la oportunidad legal, 

exclusivamente a través del correo electrónico institucional: 

j01lpcvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co.  Si esta providencia no es impugnada 

envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

 
ELIZABETH CARMONA MERCADO 

Juez 
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